Carátula 
SEÑOR BERRUTTI.- Continuando con el tema a estudio, iniciamos la reunión del día de hoy. 
(Es la hora 16 y 14 minutos) 


SEÑOR ORTEGA.- Quiero señalar que, junto con el arquitecto Sienra, de la Intendencia Municipal de Maldonado —que está aquí 
presente- estamos participando en la Comisión que designó el Congreso Nacional de Intendentes para trabajar en el proyecto de 
ley de ordenamiento territorial. Precisamente, a pedido de la Comisión, la Intendencia Municipal de Maldonado había quedado en 
elaborar un documento que si bien aún no ha sido considerado en el Congreso Nacional de Intendentes, nos pareció que podía ser 
de utilidad en el trabajo del día de hoy. Aclaramos que nos interesa no entorpecer la discusión de esta Comisión, por lo que traemos 
este documento, reitero, como un aporte a la misma. Se trata de una formulación que difiere de la del proyecto original dado que es 
bastante más sencilla y concisa, aunque en lo conceptual contiene los elementos fundamentales. 


En consecuencia, nos pareció importante que por un lado se continuara con la discusión del articulado —en la que vamos a 
continuar aportando ideas- pero que, además, se tenga en cuenta este documento y se distribuya entre los integrantes de la 
Comisión a efectos de que se considere como material de trabajo. 


SEÑOR SIENRA.- Solamente deseo agregar que, a nuestro entender, el documento mejora técnicamente las definiciones y crea 
algunos mecanismos importantes como el de la solución de conflictos entre los distintos responsables de la gestión territorial que, 
quizás, sea uno de los grandes problemas que tiene el marco legal actual. Por supuesto que, además, contiene algunos aspectos a 
definir como el tema de la financiación y el de las sanciones, sobre los que se han pronunciado determinados criterios que no han 
sido redactados en forma de texto legal. 


SEÑOR BERRUTTI.- Se trata de la Intendencia Municipal del Maldonado y no del Congreso Nacional de Intendentes. 


SEÑOR ORTEGA.- De todos modos, me parece importante aclarar que esto se ha remitido de común acuerdo con la Comisión 
designada por el Congreso Nacional de Intendentes que está trabajando en el tema y que entendió que se hacen aportes 
importantes como -tal como señalaba el arquitecto Sienra- el del órgano de controversias que no está previsto en el proyecto 
original. Se trata de un tema sobre el que el arquitecto Berrutti ha reclamado insistentemente y refiere a cómo se dirimen algunas 
situaciones. 


En consecuencia, considero que una síntesis de la figura que está establecida en el proyecto y de esta otra, puede contribuir a 
lograr una solución a lo que estaba planteado. 


SEÑOR SOUTO.- Tenía entendido que íbamos a empezar la consideración de este proyecto por el artículo 12. Se trata de la 
creación de un programa cuyo contenido y duración están determinados por los artículos 13 a 16 que, a su vez, forma parte de la 
política nacional de ordenamiento territorial. Este es el planteo básico. 


En cuanto a la última frase del artículo 12, quisiera decir que no me queda muy claro, ya que expresa: "Asimismo, preverá las 
infraestructuras públicas necesarias, la política y las medidas de racionalización territorial, así como de protección del medio 
ambiente." No estoy seguro de si esto es realmente necesario. De todas maneras, este aspecto no es relevante. 


SEÑOR ACUÑA.- Aquí habla de dos figuras ordenadoras: el programa nacional y los planes. Mi pregunta va dirigida a los 
representantes del Ministerio. Las disposiciones son muy precisas en cuanto a determinar en qué consiste el programa nacional, 
pero no queda claro qué se entiende por planes de ordenamiento y desarrollo territorial. Aquí se habla de que estos planes inspiran 
el programa y, a su vez, encausan la actuación de consecuencias territoriales de los órganos del Estado y personas públicas. 


Sin embargo, debo decir que no me resulta clara esta figura de "plan". 


SEÑOR ORTEGA.- Es un comentario de índole más general. El artículo 12 alude a una figura que se llama "programa". Luego, el 
artículo 14 dice que el contenido del programa incluye planes. 


SEÑOR ACUÑA.- A fin de analizar el artículo 12, quisiera tener un poco más clara la figura que aquí se denomina "programa", es 
decir, saber qué es, así como saber qué es un plan. Generalmente, se habla primero de planes y luego de programas. En términos 
generales, en otras legislaciones se suele aludir a los planes nacionales de ordenamiento territorial. Acá se hace referencia a estas 
dos figuras. El artículo 12, que habla de programa, está atado a estos planes, los inspira y causa la acción de organismos del 
Estado y personas públicas. Debo decir que he leído los fundamentos de la exposición de motivos y tampoco me quedó claro el 
asunto. Esta duda me lleva a pensar que quizás en términos generales sea más apropiado hablar de plan nacional. 


SEÑOR SOUTO..- Expreso que se tomó el término programa general. De ahí van a surgir los planes que, de acuerdo con lo que 
manifiesta el Capítulo ll, estaríamos hablando de planes departamentales, planes directores, de uso de suelo, etcétera. Se utilizó 
como criterio general, el término "programa general". Esto puede no ser correcto. Sin embargo, no es una cuestión de defensa del 
término, ya que se utilizó para dividirlo porque, por ejemplo, el artículo 17 dice que dentro de cada departamento, el Gobierno 
Departamental elaborará un plan de ordenamiento y desarrollo territorial departamental, cuyas directivas enmarcarán los demás 
planes que sean necesarios. 


Se usó con un criterio de división o de separación conceptual del término, no con el alcance habitual con que se utiliza en lo que 
tiene que ver con planes de desarrollo. Tal vez, la aplicación del término pueda confundir y capaz que no aclara, sino que confunde, 
por lo que sería mejor hablar sólo de planes. En general, este fue el espíritu. Hablar de programa general abarcando todo el 
programa nacional, dejando el término planes para los asuntos departamentales. 


El contenido del artículo 19, que se refiere al alcance del plan y que dice que abarcará las previsiones de desarrollo, ocupación y 
utilización del territorio departamental en el largo plazo, es bastante similar a lo que plantea el artículo 12 cuando dice que 


"abarcará las previsiones de desarrollo, ocupación y utilización del territorio nacional, en el largo plazo, teniendo en cuenta las 
proyecciones geopolíticas, socioeconómicas y demográficas". Esto era para diferenciar lo que es competencia del Poder Ejecutivo. 
Sin embargo, creo que lo que interesa del concepto, no es el nombre. Tal vez estoy equivocado en el planteo, pero es lo que 
entiendo. 


SEÑOR VAZQUEZ.- Tengo muchas dudas respecto a estas definiciones y conceptos, por lo que no creo que pueda hacer algún 
aporte o defender el texto del proyecto tal como viene. No me imagino cómo va a poder funcionar esto. El proyecto no dice quién va 
a elaborar, si va a ser el Poder Ejecutivo, a través de una Comisión asesora, de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto o lo 
dejará en manos de la Dirección de Ordenamiento Territorial, que es parte del Ministerio pero que no tiene todas las competencias 
sobre estos temas. Reitero que no logro captar la idea, a pesar de la amplitud de los literales de estos cuatro o cinco artículos, por 
lo que no me siento en condiciones de hacer aclaraciones ni adiciones al texto. 


SEÑOR SOUTO.- En lo personal, no pretendo hacer una defensa, sino una interpretación, pues la duda que planteaba el escribano 
Vázquez es la misma que tengo yo; inclusive, se habla de las políticas nacionales de ordenamiento territorial. El programa general 
va a ser parte de la política; también se habla de quién lo elaborará. En lo que tiene que ver con la pregunta que se hacía sobre el 
concepto de plan y de programa general, creo que está entendido de acuerdo con lo que surge del propio concepto de plan. 


SEÑOR ORTEGA.- Me comprometo a mirar detalladamente el diccionario enciclopédico para saber cuál es exactamente la 
diferencia entre planes y programas. De todas maneras, utilizando la comparación con otros ámbitos en los que se manejan 
términos parecidos para elaboraciones conceptuales que pretenden enmarcar distintas disciplinas o actividades que se quieren 
organizar y ordenar en cuanto al tiempo y el espacio, me parece que es muy claro que, por ejemplo, cuando se habla de planes de 
estudio, incluimos dentro de ellos los programas de las materias. Sin embargo, estamos acostumbrados a pensar que un plan 
necesariamente utiliza el tiempo como una de sus dimensiones. Aquí, expresamente, está dicho que el programa no tiene un límite 
de tiempo, lo que en mi opinión sí tienen los planes. 


Pienso que el tema aquí es ver si estamos de acuerdo en que ese es el criterio, o sea, que tiene que haber un marco general en el 
que se defina las políticas, las estrategias y las características principales en lo que respecta a los usos del suelo y a las 
infraestructuras del país, todo lo cual tiene que ser definido por el Poder Ejecutivo con aquellos mecanismos que, como se 
establece, habrá que mejorar. Asimismo, habrá que definir que eso no puede estar por encima, sino comprender a los planes 
específicos que las autoridades responsables del territorio en cada una de sus áreas —llámese Gobiernos Departamentales o 
autoridades sectoriales- van a tener que elaborar en cada caso. Creo que ese es el concepto que está detrás de todo esto; lo 
demás es ver cómo se va a definir con más exactitud y, en ese sentido, estoy de acuerdo en que hay que buscar la mejor definición 
posible. Como dije antes, el concepto me parece que es ése. 


SEÑOR ACUÑA.- El concepto está claro. Inclusive, el tiempo está contemplado en el artículo 14 en el cual se habla del análisis, 
diagnóstico y prospectiva. Realizar una prospectiva significa manejar una dimensión tiempo. Además, con mucho detalle, después 
se especifica su contenido. Decía esto por lo siguiente: en algunas legislaciones a este respecto se denomina programa a aquellos 
programas de ordenación de territorio, pero esto se hace por una sencilla razón: dentro de la pirámide o del sistema de 
planificación de un país se suele hablar de plan nacional de desarrollo económico y social y cuando se menciona la ordenación del 
territorio, se dice que es un programa nacional de ordenación del territorio inscripto en los planes nacionales. Digo esto porque al 
quitar este asunto —por sugerencia del señor Subsecretario, doctor Gorosito Zóboli- relativo al desarrollo territorial, se podría 
completar esta idea hablando de plan nacional de desarrollo económico y social. En ese caso, lógicamente, se habla del programa 
de ordenación del territorio que, sin duda, tendría que estar inscripto en un plan nacional de desarrollo integrado y que abarque 
más. 


Dejemos de lado este punto, pero quiero insistir en que esta confusión que tengo responde a que si se habla del plan, uno espera 
saber a cargo de quién está, quién lo hace, a dónde se eleva y cuál es su plazo. Si asumimos que se concreta este programa y sus 
planes, sería conveniente que de alguna forma se haga referencia a cómo se llevan a cabo. 


Por otra parte, no le quito importancia a la discusión de los artículos; prueba de ello es que aportamos propuestas concretas sobre 
algunas disposiciones que obran en su poder. De todos modos, me gustaría hacer una consideración de índole general en cuanto a 
los instrumentos del capítulo en general. Sería deseable, en primer lugar, que se hablara de instrumentos de política territorial. Eso 
como un gran título. Aquí hay muchos instrumentos a los que se alude en el propio articulado. Pero quizás sería conveniente lograr 
un nuevo orden. Desde ya aclaro que tengo unas dudas espantosas, pero observando la legislación relativa a la ley de centros 
poblados y a la reserva de áreas naturales que se nos envió por parte de la Comisión, me pregunto si no conviene aludir a los 
instrumentos en general y listarlos. En ese listado de instrumentos en general aparecerán, obviamente, en primer lugar los planes. 
Parece ser atinado lo que figura en esta iniciativa —llámese como se quiera- con relación a los programas o planes nacionales. 
Luego, en segundo lugar, figurarán los planes regionales, donde se incluye lo relativo a la región metropolitana, conglomerados 
urbanos y micro regiones. Por supuesto, estoy proponiendo un orden distinto, y a continuación podrían figurar los planes 
departamentales, en cuyo interior irían los planes directores. Los planes directores son parte integrante del proceso de 
planeamiento departamental. Aclaro que puede existir otro tipo de planes y tal vez sería bueno mencionarlo, por ejemplo, el plan 
sectorial que también se podría incluir en nuestra legislación. 


También están los instrumentos jurídicos o políticos, por ejemplo, entre otros, los mecanismos de expropiación que, en estricto 
rigor, son instrumentos de índole jurídica. Por ello, quizás sea conveniente abrir un capítulo a ese respecto. Asimismo, podríamos 
mencionar las carteras de tierras y las operaciones territoriales en calidad de consorcio, figuras que en esta iniciativa se denominan 
de distinta manera. Por otra parte, están los instrumentos tributarios y financieros, que también sería bueno listarlos. Por supuesto, 
admito que no es una tarea sencilla. 


Por su parte, habría que considerar un capítulo que merecería un apartado, que es lo que corresponde a la preservación del medio 
ambiente y a los estudios previos de impacto ambiental. 


Todo esto alude a los instrumentos en general. 


Luego, estos instrumentos en general hacen referencia a dos tipos de instrumentos: uno de ellos ya está en la legislación vigente y 
otros se instauran con estas nuevas disposiciones. 


Eso habría que decirlo a título expreso y allí sí precisar los nuevos instrumentos que sí podrían surgir en términos de una ley de 
esta naturaleza. Por ejemplo, qué significa un programa o un plan nacional de ordenación territorial, qué son los planes regionales - 
acá hay definiciones que son retomables, en alguna medida- qué significan los planes departamentales. Obviamente, esto hacia las 
competencias, sin duda alguna. El Plan Director, etcétera, tal como se dice acá. Esto en cuanto a los instrumentos de política 
territorial. 


Luego, están los aspectos de gestión de territorio. En los aspectos de gestión de territorio, acá, en la propuesta, se habla de la 
policía; de los instrumentos de gestión, que se dicen, la expropiación. Por ejemplo, en el Título lll no sé si la expropiación habría 
que llevarla no tanto como instrumento de gestión, sino en tanto instrumento de política territorial, tal como aparece en este 
apartado que comentaba acerca de instrumentos jurídicos y políticos. La cartera de tierras alude a otro instrumento jurídico, pero no 
es en estricto rigor un instrumento tan de gestión. Instrumento de gestión podría ser entendido acá la sociedad de economía mixta 
de desarrollo regional o local; aquí tengo mis dudas también si no ubicarlos en otra parte. 


En concreto, acá hay un asunto de armado de este capítulo, y lo planteo en términos de duda. No sé si primero no conviene aludir 
a los instrumentos en general, luego en particular a lo que especificamente crea esta ley como nuevos instrumentos. Y, entonces, 
todo este Capítulo toma un nuevo rumbo. En concreto, el artículo 12 parte de la primera figura a nivel de instrumentos generales 
que crea esta ley, que habla de programa o plan nacional; allí habría que aclarar de qué se trata. Este puede ser un camino y el 
otro es el que está aquí, armado. En general los instrumentos de ordenación, que están divididos en dos capítulos: el Programa 
General de Ordenamiento y Desarrollo Territorial y los Instrumentos de Planificación y, en otro título aparecen, los Instrumentos de 
Gestión. Nosotros nos animaríamos a avanzar para ver qué resultados da el otro camino. 


SEÑOR SIENRA.- Nosotros compartimos en buena medida lo que ha dicho el arquitecto Acuña, tanto es así que ustedes podrán 
apreciar que según el articulado que hemos presentado pretendemos crear lo que existe en todo el mundo y ha tenido un muy buen 
éxito en la gestión del territorio y en la calidad de vida de la gente. Precisamente, pensamos que lo primero que hay que crear en 
esta ley que se va a encargar de la planificación y de la gestión del territorio es un sistema nacional de planificación territorial. Esa 
es la figura en la que después cada parte tendrá sus responsabilidades, sus mecanismos, sus instrumentos y sus planes. Además, 
nos parece que a nivel de la ley no hay que entrar en demasiados detalles sobre las cosas específicas y puntuales. Lo que allí 
precisamente estamos proponiendo es que el Gobierno Nacional a través del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente tenga potestades para crear un plan nacional estructural. Claro está que no vamos a entrar en los detalles de la 
gestión del territorio en el plan nacional, ya que esto es una fuente muy fuerte de conflictos con los Gobiernos locales acá y en todo 
el mundo; con los Gobiernos locales no, con la gente. Luego, figuran los planes municipales. 


Además, creemos que tiene que existir flexibilidad en los planes municipales. Nosotros entendemos que hay solamente dos tipos, 
aunque hay distintas escalas, desde todo el departamento hasta planes urbanísticos de barrios o de zonas concretas. Cada 
Gobierno departamental sabe dónde le aprieta más la dificultad. Todo esto no tiene que quedar encadenado y hasta que no está 
hecho el plan nacional no se puede hacer el plan departamental y luego el de la ciudad y el del barrio; por el contrario, se trata de 
planes que tienen que estar coordinados pero son independientes y deben ser elaborados en función de la necesidad y la urgencia 
que tenga cada sitio. Esos aspectos están desarrollados en el material que estamos manejando. 


Quisiera señalar que nos hemos tirado al agua intentando más un cambio de orden y de visión del proyecto que lo que se plantea. 
Precisamente, nosotros entendemos que se requiere de un ámbito para resolver los conflictos y, en ese sentido, también hacemos 
una propuesta. 


SEÑOR GILMET.- En la reunión pasada comenzamos el tratamiento en general de los instrumentos y decíamos que esta 
propuesta que está a consideración del Poder Legislativo establece una tipología de planes muy amplia y ambiciosa. Al respecto, 
no cabe ninguna duda. Aparece un listado verdaderamente extenso de figuras de planificación. Además, habíamos identificado 
algunas imprecisiones, es decir, que era un poco impreciso, a pesar de su extensión y del desarrollo tan abarcativo que presenta. 
La discusión vuelve a centrarse en los aspectos más generales más que en el artículo 12 o en el orden del articulado. Diría que, 
evidentemente, se plantean tres niveles que corresponden a la estructura institucional del Estado. Aparece un nivel nacional; luego 
—allí puedo coincidir desde un punto de vista racional en el sentido de que el orden debería estar alterado- aparece el nivel 
departamental en segundo término y, en tercer lugar, el nivel regional. Creo que esa alteración del orden, de las escalas de 
apreciación, no es casual. Hay un claro énfasis en el propio desarrollo, en la figura de planificación, que corresponde a la 
responsabilidad de la institución Gobierno Departamental. Esto es clarísimo: el mayor número de figuras que desarrolla esta 
propuesta se encuentra bajo la responsabilidad de los Gobiernos Departamentales. Esta estructura del Estado no necesito 
desarrollarla porque todos la conocemos; muchas veces plantea dificultades en el Derecho Comparado y cuando comparamos 
otras legislaciones —el arquitecto Sienra me asiente con un gesto- uno de los grandes problemas es justamente que nos 
encontramos con estructuras diferentes del Estado, donde aparecen niveles intermedios entre el Municipio y el Poder Ejecutivo o el 
Estado en su globalidad, llámese Estado, Provincias, etcétera. Muchas veces la responsabilidad de la legislación atinente a la 
ordenación del territorio está localizada en ese nivel intermedio que nosotros no tenemos. 


Por ejemplo, en España, el nivel intermedio entre el Ayuntamiento y el Estado Central son, justamente, los Gobiernos Autonómicos, 
donde aparece la responsabilidad de desarrollar las figuras de ordenación del territorio. En ese sentido, entendemos que esto 
responde a razones de una estructura del Estado y a motivos históricos. Evidentemente, el mayor peso del desarrollo de la 
ordenación del territorio en esta propuesta cae sobre los hombros de los Gobiernos Departamentales, que es coherente, además, 
con la legislación referente a la Ley Orgánica de 1935 y con la propia Constitución. 


Nosotros no tendríamos ningún inconveniente en alterar el orden, pero nos parece que esto tiene una razón histórica. Como 
decíamos en la sesión pasada, recién en la última reforma constitucional aparece un artículo que deja la posibilidad de la 
coordinación entre departamentos, entre regiones. Esto se menciona muy al pasar en la Constitución, por lo que no es tan explícita 
la última reforma constitucional. De todas formas otorga alguna posibilidad, da pie. 


En lo que tiene que ver con el nivel regional, en la Sección V, artículo 38, se dice: "En el caso de que la zona comprenda dos o más 
circunscripciones departamentales", o sea que sigue siendo la figura departamental el referente. En otras palabras, la coordinación 
es entre departamentos, pero en realidad, desde un punto de vista más teórico, más disciplinado, nos podríamos plantear lo 
siguiente. Si pensamos en una región, por ejemplo, en la cuenca del Río Negro —problema nacional al que ya hemos hecho 
referencia- hoy inundada y que necesita coordinación por las abundantes precipitaciones pluviales, evidentemente, el límite de la 


cuenca no sigue los límites jurisdiccionales, sino los límites de la divisoria de aguas. Es una unidad territorial que responde a la 
geografía y no a las jurisdicciones político administrativas. Creo que esta estructura claramente responde a una tradición jurídica, 
institucional, política, de ordenación del Estado y en ella se apoya. 


Con respecto a la experiencia nacional, aparecen dos elementos nuevos. En la escala departamental todos sabemos que el país 
cuenta con experiencias de planificación, tal como ha ocurrido en Maldonado, Colonia, Salto y Montevideo. En cuanto a las 
directrices nacionales, hay publicaciones del Ministerio que atienden a las deficiencias que mencionábamos. Ahora adquiriría esa 
tarea un apoyo legislativo. Entonces, no me cabe ninguna duda que en esa punta, en el nivel más macro, más general, de 
establecimiento de políticas nacionales de ordenación del territorio, es necesario un instrumento. Estoy de acuerdo con las dudas 
que se han planteado en cuanto a la denominación en el sentido de si es un plan, un programa, etcétera. Son expresiones de 
política. El mismo artículo 12, verdaderamente, no es nada claro, porque dice que el Poder Ejecutivo elaborará, de acuerdo a lo 
dispuesto en la presente ley, enmarcado en los lineamientos estratégicos contenidos en la política nacional de ordenamiento 
territorial, el programa general de ordenamiento y desarrollo territorial. Estas son cosas menores, pero me parece que tendría que 
ser al revés, porque más allá del tema del plan o del programa, se pone en primer lugar a la política de ordenación del territorio, 
antes que al desarrollo del territorio. Creo que primero tendrían que estar los objetivos de una política de desarrollo, que luego 
derivan en una ordenación del territorio. Primero está el desarrollo económico, social y territorial de la República. Esto lo habíamos 
discutido al principio, cuando hablamos lo relativo a la definición, al concepto de ordenación de territorio. Esto es lo que veo 
alterado, pero es un tema menor. En ese sentido, si hubiera acuerdo, sería fácil de corregir la redacción. 


A pesar de la falta de precisión de estas definiciones, que nos generan dudas a todos y sobre las que no podemos dar una 
respuesta hoy, porque tenemos que buscarlas y elaborarlas en el seno de esta Comisión, me parece que debe existir un 
instrumento que exprese la política nacional de ordenación del territorio. Que ese instrumento se llame plan, programa, 
lineamientos políticos o directrices —y así lo pedía la ley- debemos discutirlo y precisar los términos en esta Comisión, puesto que 
todos hemos lidiado con las imprecisiones de la Ley de Centros Poblados, cuando no era precisa en sus definiciones, y durante 50 
años se ha interpretado y se ha vuelto a interpretar. Entonces, cuanto más precisas sean las definiciones, más beneficioso será 
para todos. 


De manera que el centro de gravedad de este proyecto de ley radica en los Gobiernos Departamentales. Creo que atrás de esto 
hay toda una historia y no sólo me refiero a los aspectos jurídicos. En esta iniciativa, en un extremo se coloca a las políticas o 
directrices generales de ordenación del territorio, a nuestro criterio, enmarcado en una política de desarrollo, lo cual puede ser 
discutible. Decimos que esto tiene que estar enmarcado en una política de desarrollo integral, donde lo territorial es uno de los 
elementos fundamentales, porque es el soporte del desarrollo económico y social, es el bien común. Luego aparece como un 
apéndice lo relativo a la coordinación entre los departamentos, que hace pie, si mal no recuerdo, en el artículo 273 de la 
Constitución, inciso C) que, justamente, introduce la figura de planes de ordenación en la escala regional. 


Creo que perfectamente se podría alterar el orden, siguiendo un criterio más racional, o sea, de lo regional a lo departamental. Esto 
no significa que el centro de gravedad, el mayor peso o el mayor desarrollo deba estar —en ese sentido coincido con la propuesta- 
en el ámbito de la responsabilidad de los gobiernos departamentales. La coordinación de los ámbitos regionales es algo nuevo en 
este país y no tenemos antecedentes de esto aunque, por supuesto, es necesaria y la respaldamos porque se trata de un aspecto 
fundamental en el área metropolitana; se está pidiendo que exista ese ámbito regional de planificación. 


Hoy me referí a la cuenca del Río Negro y a todos los problemas que la aquejan, de contraposición de intereses y de políticas 
dispares entre aspectos tales como la producción de energía, la de arroz, la ganadera o la del agro. También existen dificultades 
con los pueblos ribereños, lo que claramente revela una fuente de conflictos que requiere de una visión integral de toda la cuenca 
para dar solución a esos problemas en forma planificada y ordenada. 


O sea que respaldo totalmente la coordinación que se propone y la alteración del orden, pero me parece que este proyecto esta 
respondiendo a una estructura institucional que hay que tener en cuenta porque es la que tenemos. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Quiero decir que el propio texto de la ley de creación del Ministerio, en el inciso sexto del artículo 3%, 
cuando se refiere a lo que concierne a esta Cartera, plantea la formulación, ejecución, supervisión y evaluación del Plan Nacional 
de Ordenación del Territorio, así como la instrumentación de la política nacional en la materia. Con esto creo que podría quedar 
saldado el nombre de Plan o de Programa y pasaríamos al tema de los contenidos. 


Quisiera hacer unos comentarios en cuanto a la intervención del arquitecto Gilmet. Si mal no recuerdo, existen antecedentes de 
coordinación intermunicipal; este tema está planteado en el escenario nacional desde hace muchísimos años. Concretamente, 
algunos de estos antecedentes surgieron en las órbitas departamentales y otros de leyes nacionales. En este momento recuerdo 
dos de ellos que traigo a colación para ver si nos puede ayudar a superarnos para el futuro. Uno es el neurálgico tema del área 
metropolitana de Montevideo. Quizás el arquitecto Secco recuerde que en 1983 ó 1984 se formuló el primer convenio 
intermunicipal para el desarrollo del área metropolitana, y los temas identificados en aquel momento por las Intendencias tenían 
que ver con materias de estricto ordenamiento territorial. El cambio de escenario político nacional a partir de 1990, con la creación 
de un Ministerio al que se le asignó esta competencia hizo que, de alguna manera, estas comisiones quedaran en el camino. Sin 
embargo, ha habido intentos de reconocimiento de esta necesidad y sería bueno buscar allí los justificativos de la propuesta 
planteada. 


Otro ejemplo de esto es la creación, en 1986, de la Comisión de la Cuenca del Río Santa Lucía, mediante un proyecto de ley 
nacional, con la participación de los Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca y de Transporte y Obras Públicas, así como de 
las Intendencias vinculadas a la región, y cuyo fin era la planificación y el desarrollo. 


Coincido con lo que se ha expresado en el sentido de que nunca se ha resuelto el tema supradepartamental y no nacional. Por 
ejemplo, la famosa Comisión de la Laguna Merín, si bien fue creada en 1960 en un ámbito de jurisdicción internacional —integrado 
por Brasil y Uruguay- atacó todas las temáticas territoriales de los departamentos de Treinta y Tres, Rocha y Cerro Largo. Por otro 
lado, la propia Dirección de Proyecto y Desarrollo de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto ha trabajado en programas 
territoriales de identificación y de caminería rural, o sea, temas que hacen a la materia de ordenación del territorio. De lo que quizás 
haya pocos antecedentes es de que esta labor haya quedado plasmada en planes como los que hoy se propone explicitar. Pero el 
hecho de que en la Constitución no estuviera el artículo 278 no impedía que antes existieran acuerdos entre los Municipios. De 


hecho, en estos últimos años ha habido algunos acuerdos parciales entre Intendencias, como por ejemplo las de Montevideo y San 
José, para llevar adelante actividades de planificación en los bajos del Santa Lucía —no recuerdo exactamente cuál era la finalidad- 
pero no estaba presente el Municipio de Canelones. Con esto quiero decir que la coordinación interdepartamental -por el hecho de 
que los problemas superan los límites departamentales- es una cuestión sentida desde hace mucho tiempo, a la que hay que 
encontrar alguna salida para atender esa complejidad que tiene que ver con lo que se estaba planteando hace un momento. 


SEÑOR SIENRA.- Aquí también entraría el ámbito internacional, porque el país no termina en los límites geográficos. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Hay algo que es indiscutible y es que nuestro país es la parte baja de la Cuenca del Plata; por lo tanto, 
hay ciertos problemas que no podemos evitar. 


En resumidas cuentas, no tengo tan claro dónde está el centro de gravedad, pero sí pienso que necesitamos por lo menos tres 
escalas de planificación, que son el Plan Nacional de Ordenación, los planes interdepartamentales —por llamarlos de alguna 
manera y no hablar de regiones, ya que estas abarcan más de un departamento- y los planes departamentales. 


Tal como decía recién el escribano, sería una buena oportunidad para innovar y avanzar en lo interdepartamental. Si bien nada 
impide que las Intendencias celebren contratos o convenios, tampoco nada las obliga. Por lo tanto, los problemas de la cuenca del 
Santa Lucía y del área metropolitana de Montevideo no pueden ser resueltos si no es con la intervención de las Intendencias que 
tienen que ver en el tema, además de los múltiples organismos nacionales competentes en la materia territorial. Para solucionar 
esto la ley plantea un contrato, basándose en la propia Constitución. Traigo esto a colación porque se trata de una de las figuras 
que estuvo a estudio durante el año pasado entre las Intendencias de Maldonado y de Rocha para tomar medidas en cuanto al 
tema de la faja costera atlántica en forma conjunta. En ese entonces se creó una Comisión de Control y Seguimiento, que es la 
misma figura del acuerdo intermunicipal de 1984 entre las tres Intendencias del área metropolitana. 


SEÑOR LESSA.- Quiero dejar constancia de que me parece mucho mejor y más ligado a la realidad hablar de planes 
interdepartamentales, evitando el término "regionales", por la sencilla razón de que se puede dar el caso de departamentos, como 
por ejemplo Río Negro, que pertenecen a la Cuenca del Río Negro, pero también al litoral del país. Entonces, no sería lógico 
vincular esos departamentos con una región cuando otros problemas de esos departamentos los ligan a otra parte del territorio. 


En consecuencia, en mi opinión sería conveniente evitar la mención de planes o acuerdos "regionales" para hacer hincapié en la 
palabra "interdepartamentales", ya que brinda la posibilidad de que cada departamento planifique sobre determinados aspectos que 
lo ligan a cierto departamento y, por otro lado, sobre otras materias que lo vinculan a otro departamento. 


En resumen, dejaría de lado la palabra "regionales" y me inclinaría por la expresión "planes interdepartamentales". 


SEÑOR VAZQUEZ.- Sin ánimo de iniciar una polémica, me gustaría saber qué pasaría en el caso de que no surgiera 
espontáneamente la voluntad de hacer acuerdos interdepartamentales entre dos limitrofes que sí pertenecen a una región o que 
están muy interrelacionados. Para poner un ejemplo concreto, en la actualidad política del país de repente no hay mucho "feeling" 
entre las administraciones municipales de Canelones y Montevideo y puede haber muchos motivos para que haya una lucha 
política subterránea entre ambas. Sin embargo, tienen una interrelación regional o limítrofe intensísima, por lo que esos asuntos 
deberían resolverse. Entonces, si lo dejamos sólo vinculado a la realización de acuerdos interdepartamentales, va a ser difícil que 
en determinado momento coyuntural eso se produzca y, sin embargo, es necesario. 


Pienso que si existe el instrumento o la instancia regional que abarque esa problemática, se pueden superar esas dificultades 
coyunturales. 


Reitero que es un razonamiento en voz alta que hago sin intención de iniciar una discusión, sino para intercambiar ideas. Me inclino 
a pensar que este momento de tratamiento del proyecto de ley es una buena oportunidad para superar las divisiones de los 
diecinueve departamentos, que son históricas, están anquilosadas y pueden haber perdido bastante su sentido. De lo contrario, se 
pueden tomar muchas decisiones regionales y nacionales en las que, o bien el Gobierno nacional se lleva por delante a los 
departamentos a cualquier costo lo que a veces podría llegar a ser una buena medida, porque es el que pone el dinero- o se ve 
frenado en sus iniciativas. Al respecto, se pueden citar muchos ejemplos de acciones regionales o multidepartamentales en las que 
es conveniente que el Gobierno nacional, o la visión regional, predomine sobre los intereses meramente locales y, a veces, muy 
cortos. 


SEÑOR LESSA.- Sin duda, se trata de dos posiciones a tener en cuenta. Las dificultades para lograr acuerdos entre 
departamentos que integran una región son las mismas que entre aquellos que en determinado momento forman parte de cierto 
sector geográfico, pero desde otro punto de vista pertenecen a otro. De modo que las dificultades de orden político se dan tanto en 
un caso como en el otro. 


En consecuencia, me afiliaría a la posición de hablar de "acuerdos" o "planes interdepartamentales" y no "regionales". Sin embargo, 
comprendo que la otra posición también tiene su asidero. Es más; creo que ya habíamos llegado al acuerdo en cuanto a que 
cuando hay dos o tres posiciones distintas sobre un mismo tema, esta Comisión las tiene que elevar a la respectiva del Senado. 
Por lo tanto, en todo caso elevaríamos ambas posiciones. 


SEÑOR VAZQUEZ.- Aclaro que no estoy tan convencido y de que simplemente planteé una posición. 


SEÑOR SIENRA.- Nosotros tenemos un punto de vista diferente, quizás complementario de lo que se estaba hablando, porque lo 
que decimos en el anteproyecto —que enviaremos por "e-mail" lo antes posible- es que los Gobiernos departamentales tienen 
obligación... El tema se plantea, precisamente, en estos casos que mencionamos y en centros poblados en los que tienen 
jurisdicción dos o tres departamentos, aparte de la división por cuencas, etcétera. 


Entonces, lo que nos compete a nosotros es establecer la obligación de coordinar los planes. Es obligatorio por ley que los 
departamentos los coordinen. No creo que sea necesario entrar en el detalle de decir con qué instrumentos los van a coordinar, 
sino que lo importante, reitero, es que los coordinen. Sabemos que muchas veces hay problemas políticos, pero también surgen 
dificultades de localismo o personales, por ejemplo, en pueblos que pertenecen a dos o tres jurisdicciones; para cada una tienen un 
nombre distinto y no se ponen de acuerdo. Esto no tiene nada que ver con política. 


Para llegar a estas etapas creamos un instrumento de conciliación obligatoria que me parece que es la pieza que está faltando, ya 
que si uno pone una obligación, tiene que crear los medios para que la misma se cumpla. Por supuesto que esto trae aparejada la 
aplicación de sanciones; el que no cumple y no coordina, dejará de recibir dinero o medios para ejecutar obras. De alguna manera 
se debe obligar a hacer las cosas como corresponden, aun teniendo que superar problemas políticos, personales, localistas o de 
cualquier otro tipo. 


Por todos estos motivos estamos proponiendo —tal como mencioné al principio- un mecanismo que no estaba previsto y que es 
sumamente necesario, ya que hay que coordinar cuando hay conflictos. 


SEÑOR GILMET.- Considero que esta discusión es de interés puesto que atiende problemas conceptuales en los que todos nos 
sentimos muchas veces inseguros. 


De la misma forma en que asisten razones al criterio de considerar tres escalas o niveles y que el nivel intermedio se denomine 
"interdepartamental" como alternativa a "regional", podríamos también argumentar que lo común es, justamente, el concepto de 
región. El hecho de que sea interdepartamental es el instrumento que posibilita la coordinación dentro de una región, porque está 
bajo la jurisdicción de diferentes Gobiernos departamentales. Pero el punto de partida es el concepto de región. Eso hace que un 
determinado territorio pueda pertenecer a diferentes regiones. Por ejemplo, el pueblo de Montevideo, Santiago Vázquez, pertenece 
a múltiples regiones. Desde el punto de vista hidrológico, hidráulico y por razones de topografía, hidrografía y de producción, 
pertenece a la Cuenca del Río Santa Lucía. Pero también integra la zona de desarrollo urbano del área metropolitana, que es otra 
figura regional que también abarca a otros departamentos. Creo que el área metropolitana actualmente llega hasta el departamento 
de Florida, porque los informes ya establecen que está afectado por los fenómenos del área metropolitana como, por ejemplo, el 
fraccionamiento de predios y otra serie de parámetros. El pueblo de Santiago Vázquez también pertenece a la región del litoral sur 
del país que muchos entienden que constituye una región muy importante. En el análisis regional del territorio nacional, el litoral sur 
es una unidad que, evidentemente, con obras de infraestructura que están en un horizonte cercano, aparentemente se fortalecería. 


Quizás podamos encontrar otras regiones y, por ese motivo, me parece que el concepto de región -que es, justamente, el punto de 
partida- era el más adecuado. De todos modos, evidentemente, hay razón en lo que se expresa, en el sentido de que siempre en el 
orden institucional se va a llegar a coordinaciones o relaciones interdepartamentales. 


Con respecto a este nivel -que es nuevo y esto lo demuestra- me parecieron de gran interés los aportes realizados por el ingeniero 
Chabalgoity, en el sentido de que hay profusos antecedentes, muchos de los cuales conocíamos, pero creo que podemos estar de 
acuerdo en que es la escala menos desarrollada. Reitero que no se trata de que no haya antecedentes; los hay, y también un 
reclamo desde el ámbito técnico y académico sobre su desarrollo. Sobre esto, no cabe ninguna duda. 


Por otro lado, cuando enfatizamos sobre la reforma constitucional, es precisamente en el entendido de que va en ese sentido y, 
además, como texto fundamental del ordenamiento jurídico, parecería que es al que debemos hacer referencia. Esto no significa 
que no haya antecedentes. Simplemente, se trata del nivel menos desarrollado a pesar de que hay tantos esfuerzos. 


SEÑOR SOUTO.- Si bien comparto las dudas que inicialmente planteó el escribano Vázquez sobre el texto, a las que se agregan 
otras que ya se habían esbozado, también hay preocupaciones que se notan en varios artículos de este mismo proyecto de ley. 
Podemos remitirnos, por ejemplo, al artículo 15 que cuando habla de la elaboración del mal llamado Programa general de 
Ordenación del Territorio, se refiere a la elaboración concertada y marca cómo se procederá con todos los Gobiernos y autoridades, 
señalando que la reglamentación tendrá que prever esa comunicación. Asimismo, cuando se menciona la elaboración de los planes 
creo que esto está contenido en el artículo 30- de ordenamiento de los departamentos, establece que deberán ser notificados, 
antes de su aprobación, a las autoridades: al Poder Ejecutivo, a los Ministerios, a los Entes Autónomos y personas públicas no 
estatales. Recién después de cumplida esta etapa, podrán ser publicados. A su vez, la sección siguiente habla de la participación 
ciudadana en el ordenamiento territorial, estableciendo que estos temas deben ponerse de manifiesto, previamente y por 
determinado plazo, para el público en general. Esto también requiere la participación de las otras Intendencias. 


Por otra parte, se prevé específicamente lo relativo al territorio regional -que es el que menos se desarrolla y tiene una importancia 
fundamental- que termina en un capítulo de coordinación que habla de la buena voluntad que se tiene que operar. Si bien esto está 
tratado, debe ser tratado con mayor profundidad. Aquí se establece que se procurará que exista la debida coordinación, aunque es 
claro que no se debería "procurar" sino que tendría que existir. Tal como lo manifestaba el escribano Vázquez, es el momento de 
hacer efectivo esto, aunque innovando. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Creo que la dificultad de llamarles "planes regionales" es la no existencia de regiones definidas con 
claridad. Por eso, en alguna medida y a título personal, quiero decir que lo de "interdepartamental" es como dar un pequeño paso y 
resulta más claro en ese sentido. 


Por otro lado, en este momento, el Ministerio está elaborando planes regionales. Por ejemplo, se creó el Plan de la Región Litoral 
Sur; se está diseñando el Plan de la Región Centro y tiene planteada la creación de otros. Aquí hay una discusión que el país se ha 
dado muchas veces y se han formulado varias alternativas que refieren a su regionalización. Desde la época del CIDE se planteaba 
la creación de distintos tipos de región. Quizás sea demasiado pretender que esta ley ya pueda definir cuáles son las regiones que 
el país va a establecer. Pero, sin duda, hay que transitar por ese camino. Las regiones se pueden definir por múltiples criterios que 
pueden ser de carácter geográfico, político, de funcionamiento hidrológico, de cuencas, etcétera. Creo que de lo que aquí estamos 
hablando es de regiones de planificación político administrativas. Quizás la ley pueda avanzar en alguna región, reconocer la región 
metropolitana y crear una instancia de planificación metropolitana expresa. No lo sé, es una duda. Durante toda la década del *90, 
desde el Ministerio se intentó que funcionara una Comisión de Area Metropolitana que esta Cartera convocaba y coordinaba, 
sustituyendo de alguna manera a la que funcionó hasta fines de la década del '80, que era la Comisión Intermunicipal. Hasta donde 
sé, no funcionó con mucho éxito en cuanto a poder generar un programa o plan metropolitano de actuación. 


Vale decir, entonces, que aquí hay un punto a analizar y coincido con lo que se decía hace un instante en el sentido de que esta ley 
podría innovar, quizás no en todo, pero sí dando un pequeño paso, por ejemplo, en lo que es el tema de las regiones 
metropolitanas, defininiendo el Plan Metropolitano como uno de los planes a resolver e innovando en la resolución de ese tema. A 
propósito de esto, hay un ejemplo actual y vigente, y es el Plan Metropolitano de Gestión de Residuos Sólidos, que está operando 
desde la OPP con fondos del BID y con la coordinación de las tres Intendencias involucradas. Quiere decir que hay antecedentes y 


quizás podamos reflexionar un poco más acerca de si vale la pena dar un pequeño paso en este tema. En lo personal, no lo tengo 
muy claro. 


SEÑOR SIENRA.- Creo que estamos reflexionando en voz alta sobre este tema y pienso que no tenemos que atarnos demasiado a 
los nombres. Pienso que la problemática surge de la escala de trabajo que uno vaya a considerar y, a su vez, los contenidos de los 
planes dependen de esa escala. Lógicamente, en una ley no se puede entrar en el detalle de cada una de las escalas sobre las 
que uno puede pensar en cuanto a la gestión del territorio. Por lo tanto, no podemos entrar en el detalle de los contenidos de cada 
una de esas escalas, pero sí podemos definir claramente qué es lo que debe tener un plan. A propósito de esto, adelanto —quizás 
alguno haya tenido oportunidad de leer el informe que hice sobre el análisis de la ley- que discrepo totalmente con el esquema que 
establece en todos los casos este proyecto de ley, cuyo 99% de contenido son los antecedentes, toda la historia y la fotografía del 
pasado. 


Eso no forma parte de los planes, que son el futuro. En todo caso, sí forma parte de los antecedentes, que no son el corazón de un 
plan. Si nos ponemos a ver —y en cada uno de los planes dice lo mismo- todos los antecedentes, los planos, las fotografías, los 
censos, es decir, todas las cosas a que aquí se hace referencia, jamás vamos a tener un plan. 


Desde mi punto de vista, hay que concentrarse en el contenido, en el criterio para determinar qué es lo que debe contener el plan. 
Luego, al trabajar con las distintas escalas, eso se irá haciendo en función de la necesidad que la escala determine. Me parece que 
por aquí pasa la cosa. 


Cuando hablo del Programa General de Ordenamiento Territorial, me refiero al artículo 14. Sus numerales | y Il hacen a los 
antecedentes, a cosas que no son del plan. Lo referente al plan se encuentra en el numeral III, que no llega a abarcar dos 
renglones completos. Tal vez el poder de síntesis utilizado fue tan fabuloso, que dice todo lo necesario pero, cuando lo leí, no lo 
entendí así. 


SEÑOR BERRUTTI.- Expreso a nuestros invitados que les voy a hacer llegar la versión taquigráfica del día de hoy. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 42 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


